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DE LA CONFIANZA LEGÍTIMA.  Aunque no se discute que tanto las partes y sus representantes judiciales, deben estar atentos al desarrollo o devenir del proceso, es deber de los operadores judiciales, aplicar en todas sus actuaciones principio de la confianza legítima, que no es otra cosa, que la prohibición a la administración de cambiar repentinamente unas condiciones o una situación previamente establecida, sin que se conceda un período razonable de transición o una solución para los problemas derivados de su acción u omisión.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Pereira, siete de septiembre de dos mil dieciséis
Acta número   de 7 de septiembre de 2016
En la fecha, procede la Sala No 2, a resolver el recurso de apelación propuesto en contra del auto proferido el 11 de febrero de 2016, por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira en el proceso de ordinario laboral de primera instancia que jorge garcía hernández le promueve al centro comercial fiducentro de pereira.
ANTECEDENTES
Aspira el señor Jorge García Hernández que la justicia laboral declare que entre él y el Centro Comercial Fiducentro de Pereira, existió un contrato de trabajo a término indefinido y con base en ello espera que se condene a la entidad demandada a reconocer y pagar acreencias y prestaciones sociales de naturaleza laboral y las costas procesales a su favor. 

La demanda que soportó tales pretensiones le fue debidamente notificada al Centro Comercial Fiducentro de Pereira, quien le dio oportuna respuesta.

Mediante auto de fecha catorce (14) de agosto de 2015 las partes fueron citadas a la audiencia obligatoria de conciliación, de decisión de excepciones previas, de saneamiento y fijación del litigió para el día 3 de diciembre de 2015, a las 10:30 de la mañana.  Dicha decisión fue notificada por estado el día 18 de igual mes y año –fls 119 y 120-.

Posteriormente, mediante escrito de fecha 3 de septiembre de 2015, la parte accionada solicitó el aplazamiento o adelantamiento de la citada audiencia, en virtud a que en dicha data la representante legal del accionado disfrutaría de un plan vacacional con su familia.

El juzgado de conocimiento accedió a la petición y mediante auto de fecha 15 de septiembre de 2015, procedió a fijar como fecha para que tuviera lugar la actuación de que trata el artículo 77 del Código de Procedimiento Laboral y de Seguridad Social el día 19 de octubre de 2015 a la hora de las 3:00 de la tarde.

Instalada la audiencia, sólo compareció la administradora del centro comercial accionado y su procuradora judicial, haciéndose merecedor el actor, con su incomparecencia,  de las consecuencia procesales contendidas en la norma citada con precedencia, mientras que a su procurador judicial le fue impuesta una multa equivalente a un salario mínimo mensual legal vigente, no obstante haberle concedido el término de tres días para justificar su inasistencia.
El día 4 de diciembre de 2015, la parte actora, luego de percatarse que la audiencia inicialmente programada fue adelantada, solicitó a la a quo tener como justificación de su inasistencia, la convicción de que la fecha no sería modificada, pues la apretada agenda de los Despachos Laborales, permite considerar que, de alterarse la agenda, de manera alguna cabría la posibilidad de adelantar la fecha de realización de la audiencia.  

Precisó también, que de haber conocido la nueva programación, tampoco había podido asistir, dado que al tener conocimiento desde el mes de agosto que la audiencia de conciliación fue agendada para el 3 de diciembre de 2015, dio continuidad al tratamiento médico prescrito en orden a superar el cáncer de próstata que padece y frente al cual se llevó a cabo una consulta médica especializada el día 19 de octubre de 2015, afirmación que contó con soporte documental -fl 141 a 146-.
Mediante escrito de fecha 12 de enero de 2016, la parte actora, luego de hacer un recuento procesal de lo acontecido en el presente asunto, solicitó la nulidad de lo actuado a partir del 15 de septiembre de 2015, fundamentada en el hecho de que el auto que modificó la fecha de celebración de la audiencia de conciliación no le fue notificado, por lo que no pudo ejercer su derecho de defensa y contradicción en relación con las decisiones que le fueron adversas en la citada audiencia.

Precisó que al haberse dispuesto el adelantamiento de la fecha, no bastaba con la notificación por estado, sino que requería que dicha decisión fuera comunicada de manera personal, en garantía del debido proceso.

Mediante auto de fecha 11 de febrero de 2016, el Juzgado de conocimiento negó la solicitud de nulidad al advertir que la notificación del auto que dispuso la reprogramación de la audiencia de conciliación, se hizo bajo los lineamientos del artículo 41 del Código Procesal Laboral, esto es por estado, dado que no se trataba del auto admisorio de la demanda, razón suficiente para establecer que no se configuró la causal 8º del artículo 133 del Código General del proceso.

Precisó también la a quo que la falta de diligencia del abogado de la parte actora, no tiene justificación alguna, pues cuenta con las herramientas tecnológicas para consultar los estados vía internet o directamente en el Despacho Judicial, haciendo notar que si tal fue la falta de garantías procesales, porqué sólo el accionante y su procurador judicial fueron quienes no comparecieron a la diligencia.
Contra dicha providencia, se interpuso el recurso de reposición en subsidio el de apelación, trayendo a colación los mismos argumentos expuestos al presentar la petición de nulidad.  Al momento de resolver la alzada formulada de manera principal, la decisión no tuvo variación, motivo por el cual se concedió la apelación para que la misma fuera surtida ante esta Corporación.

      CONSIDERACIONES:

Problema jurídico.

¿Se configuró dentro del presente asunto una causal de nulidad, de las taxativamente dispuestas en el artículo 140 del Código de Procedimiento Civil?

¿La actuación realizada por los Juzgados Quinto Laboral del Circuito, garantizó el efectivo ejercicio del derecho de defensa y contradicción y respetó el debido proceso?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. TAXATIVIDAD DE LAS NULIDADES.

La norma vigente para el momento de los hechos, es el artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, que dispone los precisos eventos en que un trámite se encuentra viciado de nulidad, en todo o en parte, precisando, para el caso que nos ocupa, en su numeral 9º, lo siguiente:

“9. Cuando no se practica en legal forma la notificación a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas de deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público en los casos de ley. 

Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de notificar una providencia distinta de la que admite la demanda, el defecto se corregirá practicando la notificación omitida, pero será nula la actuación posterior que dependa de dicha providencia, salvo que la parte a quien se dejó de notificar haya actuado sin proponerla. 

PARAGRAFO. <Parágrafo CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE> Las demás irregularidades del proceso se tendrán por subsanadas, si no se impugnan oportunamente por medio de los recursos que este Código establece.” 

La disposición citada, es clara respecto de las situaciones concretas, que de acontecer, anulan el trámite, precisando que el vicio se pregonaría en todo caso, frente al hecho de no practicar en “legal forma la notificación”, se traduce, en que de una u otra manera, la diligencia de notificación, cualquiera que sea su forma, debe ser rigurosa frente a los requisitos y el contenido de la misma.  

Así, entonces, cuando hablamos de las diferentes notificaciones que se presentan en cualquier procedimiento, es necesario observar en la norma, de manera detallada, los presupuestos dispuestos en cada una de ellas para su realización, de modo pues, que si nos encontramos, a manera de ejemplo, ante una notificación que debe surtirse de manera personal,  no habrá más que advertir los lineamientos que para tal efecto consagra el artículo 315 de la obra en comento, misma que, de modo riguroso, expone, paso a paso, la forma de realizar o practicar de dicha notificación personal.

Entendiendo entonces, que cuando el canon anteriormente trascrito hace referencia a la práctica en “legal forma” de la notificación, no es otra cosa que cumplir las directrices recopiladas en cada una de las normas procedimentales concebidas para la práctica de dicha diligencia.

Ahora bien, el numeral 9º del canon 140 del C.P.C. consagra la forma de sanear el vicio cuando el mismo deriva de la falta de notificación de alguna providencia, que no es otra que la práctica de tal acto procesal, pues como lo consagra el artículo 313 ídem, en su inciso 2º:  “Salvo los casos expresamente exceptuados, ninguna providencia producirá efectos antes de haberse notificado”, por lo que es más que lógico que la actuación dependiente de tal providencia carezca de validez, como se encuentra dispuesto en la Ley.  

2. DE LAS NOTIFICACIONES PERSONAL Y POR ESTADO.
Frente al particular, se tiene que en cuanto a su forma, las notificaciones se encuentran reguladas por el artículo 41 del Código de Procedimiento Laboral y de la Seguridad Social, que en su tenor literal dispone:

“Las notificaciones se harán en la siguiente forma:

A. Personalmente.

1. Al demandado, la del auto admisorio de la demanda y, en general, la que tenga por objeto hacerle saber la primera providencia que se dicte.

2. La primera que se haga a los empleados públicos en su carácter de tales, y

3. La primera que se haga a terceros.

B. En estrados, oralmente, las de las providencias que se dicten en las audiencias públicas. Se entenderán surtidos los efectos de estas notificaciones desde su pronunciamiento.

C. Por estados:

1. Derogado. L. 1149/2007, art. 17.
2. Las de los autos que se dicten fuera de audiencia.

Los estados se fijarán al día siguiente al del pronunciamiento del auto respectivo y permanecerán fijados un día, vencido el cual se entenderán surtidos sus efectos.”

Como puede observarse la notificación por estado tiene lugar cuando en el proceso ya se ha trabado la litis con todos los sujetos procesales y la providencia a socializar no se profirió dentro de audiencia.

3. CASO CONCRETO.
En el sub lite, se tiene que el recurrente alega como causal de nulidad, la indebida notificación del auto que dispuso la aproximación de la fecha de celebración de la audiencia obligatoria de conciliación, de decisión de excepciones previas, de saneamiento y fijación del litigio, pues considera que no es suficiente la notificación que por estado se efectúo de dicha providencia, en los eventos en los que se adelanta la fecha de celebración de una audiencia, por lo que reclama la notificación personal como medio idóneo para garantizar el ejercicio de los derechos de defensa y contracción, así como al debido proceso. 
La anterior posición la sustenta en el hecho de que al desconocer la solicitud de la parte accionada tendiente a la modificación de la programación, le tomó por sorpresa lo resuelto por la a quo, pues confió que la citación inicial no sería alterada, por lo menos no para ser adelantada, dada la congestión de los despachos judiciales, la cual se evidencia en su caso, toda vez en agosto de 2015 se asignó fecha para diciembre de ese mismo año. 
De acuerdo con lo establecido en el artículo 41 ibídem, la notificación personal que sugiere el recurrente no resulta viable, pues la providencia atacada es de aquéllas a las que hace referencia el numeral 2º del literal C de dicha disposición, por lo que resulta evidente que su socialización necesariamente debía hacerse por estados, como efectivamente ocurrió, según se observa a folios 133 y 171 del expediente.
No obstante, debe decir la Sala, tal como se desarrollaron las cosas, que razón le asiste al memorialista cuando afirma que la notificación por medio de la cual se dio publicidad a la providencia atacada no resulta suficiente para garantizar el debido proceso y el ejercicio del derecho de defensa y contradicción que le asiste, toda vez que en el presente asunto, no se trató del aplazamiento de la audiencia, sino de su adelantamiento.

La anterior diferenciación es de capital importancia para dar solución al problema jurídico, porque de tratarse del aplazamiento de la audiencia, ninguna excusa tendría la parte actora para alegar a referida nulidad, porque dada la obligación asistir a la fecha inicialmente fijada, de no hacerlo, necesariamente debía asumir la consecuencia que tal omisión traería consigo, esto es, no enterarse que la audiencia fue agendada para una próxima oportunidad. 

Pero, no ocurre lo mismo con la aproximación de la cita, pues es de entender que la primera programación generó seguridad tanto a la parte actora como a su procurador judicial, en el entendido que era mínima la posibilidad de que la audiencia fuera adelantada, máxime cuando mediaron más de tres meses entre el auto que la agendó y su realización.
Ahora, sobre este punto, no entiende la Sala cómo sí inicialmente se fijó una fecha distante para llevar a cabo la audiencia de conciliación, después y ante el pedido de la parte accionada se adelanta su realización sin ninguna explicación, con poco más de un mes de diferencia entre la fecha de providencia -15 de septiembre de 2016- y la reprogramación -19 de octubre de 2015.  Tal circunstancia resulta relevante para cuestionar la actuación del juzgado, en el sentido de sí existía disponibilidad en la agenda, porqué citó a las partes para que comparecieran a la audiencia de que trata el artículo 77 del CPT y SS, tres meses más adelante, o lo que es peor, porqué sin existir espacio en su cronograma, adelantó la fecha, cuando la petición de alteración del mismo por parte de la sociedad accionada, contempló también la posibilidad del aplazamiento. 

Dadas las circunstancia particulares del presente caso, es claro que era deber del Juzgado, adoptar la medidas especiales diferentes al desarrollo normal del proceso, toda vez que resultaba insuficiente la notificación por estado, en otras palabras, era deber del despacho judicial, informar a la parte actora, por el medio más eficaz, la reprogramación de la pluricitada audiencia.  
Y es que aunque no se discute que tanto las partes y sus representantes judiciales, deben estar atentos al desarrollo o devenir del proceso, es deber de los operadores judiciales, aplicar en todas sus actuaciones principio de la confianza legítima, que no es otra cosa, que la prohibición a la administración de cambiar repentinamente unas condiciones o una situación previamente establecida, sin que se conceda un período razonable de transición o una solución para los problemas derivados de su acción u omisión.   
Conforme lo anterior, se tiene que al ser ignorado dicho principio se afectaron garantías procesales, como el debido proceso y de defensa, lo que implica que debe dejarse sin efecto la actuación surtida a partir del auto de fecha 15 de septiembre de 2015 inclusive, debiendo el juzgado de conocimiento fijar nueva fecha para que se lleve a cabo la Audiencia de Conciliación, de Decisión de Excepciones Previas, de Saneamiento y Fijación del Litigio.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

 RESUELVE: 

PRIMERO: REVOCAR, la providencia que por vía de apelación se ha conocido.

SEGUNDO: DEJAR sin efecto la actuación surtida a partir del día 15 de septiembre de 2015, inclusive.

TERCERO: ORDENAR al Juzgado Quinto Laboral del Circuito que rehaga la actuación viciada, procediendo a fijar la fecha y hora para la celebración de la Audiencia de Conciliación, de Decisión de Excepciones Previas, de Saneamiento y Fijación del Litigio.
CUARTO: REMITIR el expediente al Juzgado de origen, a fin de que se surta el trámite indicado en el numeral anterior. 

Sin costas en esta instancia.

Notifíquese, 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               OLGA LUCÍA HOYOS SEPULVEDA 

ALOSO GAVIRIA OCAMPO
Secretaria
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